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Puestos contra la pared de tener que condenar la clausura del congreso en Venezuela, varios políticos
de izquierda en el Perú encontraron la coartada prefecta: si estuve contra el autogolpe de Fujimori, no
me queda más remedio  que rechazar  el  golpe de Maduro.  En realidad,  aprovecharon el  golpe
venezolano no para condenarlo, sino para condenar el golpe fujimorista. “Si condenamos el 5 de abril
de Fujimori, no podemos cerrar los ojos ante lo que acaba de ocurrir en Venezuela”, tuiteó Marisa
Glave, del Frente Amplio. Ollanta Humala ni siquiera menciona a Venezuela, pero si  recuerda a
Fujimori: “En el Perú hubo una ruptura del orden constitucional a cargo del gobierno de Fujimori, y yo
me  enfrenté  a  esa  dictadura”,  escribió,  tratando  de  mostrar  una  prueba  de  sus  convicciones
democráticas. Y Nadine Heredia mata dos pájaros de un tiro, solo que ninguno de ellos es Maduro:
“Viendo este video (2011) me pregunto si PPK, quien apoyó a Fujimori, es coherente con posición
sobre Venezuela”. ¿Condena  a Venezuela? Ninguna. Verónica Mendoza no se refiere a Fujimori, pero
recién se percata de que el  equilibrio  democrático –no la  democracia como tal-  se ha roto en
Venezuela. Escribió: “La resolución del Tribunal Supremo de Justicia rompe el equilibrio democrático
en Venezuela”, como si no hubiese estado roto hace tiempo y como si lo que terminó de romperse no
fue la democracia como tal. 

El presidente de Venezuela, Nicolás Maduro, junto a los magistrados del Tribunal Supremo
de Justicia. Foto: AP

Al  final,  presionado  interna  y  externamente,  Muduro  ha  tenido  que  dar  marcha  atrás  y  el  Tribunal
Supremo de Justicia (TSJ) anuló la resolución por medio de la cual reemplazaba en sus funciones al
Congreso. Pero, en realidad, todo podría haber sido parte de un libreto bien montado, porque basta
una revisión de la relación entre la Asamblea Nacional de Venezuela y los demás Poderes para
percatarse de que la Asamblea ya estaba completamente anulada en los hechos y siempre lo estuvo.
Había  perdido  todos  sus  poderes  y  las  leyes  que  aprobaba  eran  automáticamente  declaradas
inconstitucionales por la Sala Constitucional  de TSJ.  En ese sentido,  la fallida resolución del  TSJ
anulando la Asamblea Nacional no venía sino a formalizar lo que siempre fue un hecho lamentable, y
por lo tanto Maduro pudo darse el lujo de aparecer como el restaurador de la Asamblea porque ella
era ya y es un poder inexistente en Venezuela.

La Asamblea Nacional nunca tuvo poder
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Revisemos los  hechos.  En las  elecciones de diciembre del  2015,  la  opositora  MUD obtuvo 112
diputados, las dos terceras partes de la Asamblea. Con esa mayoría absoluta, la MUD tenía poderes
muy amplios. Por esa razón, ya el 30 de diciembre del 2015, la Sala Electoral del TSJ  suspendió
arbitrariamente  las proclamaciones de 3 diputados de la MUD, con lo cual perdía los dos tercios. El 5
de enero, no obstante, los tres diputados separados juramentaron como parte de la Asamblea. Esto
llevó a la Sala Electoral del TSJ a denunciar por desacato a la Junta Directiva del Parlamento y ordenar
la desincorporación inmediata de los tres diputados del estado Amazonas. Estos solicitaron entonces
su desincorporación para “defenderse por vías externas legales y evitar involucrar al Parlamento”.

Luego, el 15 de enero, Maduro dicta el Decreto N° 2,184, por el cual declara el estado de excepción
para enfrentar la emergencia económica, lo que le permite dictar leyes sin pasar por la Asamblea.
Esta invita al equipo económico del Ejecutivo para que sustente la medida, pero el mencionado
equipo decidió no acudir a la Comisión respectiva. Entonces la mayoría de la Asamblea Nacional
decide desaprobar el Decreto de estado de excepción en virtud de las razones expuestas en el
informe final de la Comisión correspondiente. Ante ello, la Sala Constitucional del TSJ interpretó que el
control político de la Asamblea Nacional sobre el Decreto de estado de excepción no tiene efectos
jurídicos.

Este sainete en torno al decreto de estado de excepción, el rechazo del Congreso, y la anulación de la
decisión de la Asamblea por parte del TSJ, se repitió dos veces más a lo largo del 2016.

En realidad, todos los actos de la Asamblea fueron sistemáticamente anulados, desde el comienzo. El
17 de febrero, por ejemplo, la Comisión Permanente de Contraloría de la Asamblea Nacional decide
investigar supuestas irregularidades ocurridas en la empresa Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA).
La  respuesta  no  se  hizo  esperar:  el  1°  de  marzo  La  Sala  Constitucional  del  TSJ  interpretó  las
facultades  de  control  político  de  la  Asamblea  Nacional  en  el  sentido  de  que  no  se  aplican  a
funcionarios de las empresas públicas.

El 23 de marzo la Asamblea Nacional aprueba la Ley de Reforma del Decreto-Ley del Banco Central
de Venezuela, que sencillamente dejaba sin efecto las reformas introducidas el 2015 que limitaban la
autonomía del Banco Central. Pocos días después, el 31 de marzo, el TSJ  declara la nulidad de la Ley
de Reforma del Decreto-Ley del Banco Central de Venezuela. Lo mismo pasó con la importante Ley de
Amnistía y Reconciliación Nacional, que fue declarada inconstitucional estableciendo, además, que la
Asamblea Nacional no puede revocar designaciones de Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia.

El 7 de abril se aprobó  la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, que entre otros aspectos,
aumentó el  número de magistrados de la  Sala  Constitucional.  Esta,  por  supuesto,  también fue
declarada inconstitucional.

Lo mismo ocurrió con cerca de 15 leyes más que se sancionaron el 2016. Hecha la ley, hecha su
anulación. La impotencia y la sensación de irrelevancia  en la Asamblea eran absolutas.



El 20 de abril fue aprobado en primera discusión el Proyecto de Enmienda N° 2 de la Constitución de
la  República  Bolivariana  de  Venezuela,  con  la  finalidad  de  reducir  el  período  presidencial  a  cuatro
años, regulando la convocatoria de elecciones durante el 2016. EL TSJ interpretó que dicha reducción
no se aplicaba al período 2014-2019. No solo eso, el TSJ contraatacó suspendiendo los efectos de
varios artículos de Reglamento Interior y Debates de la Asamblea Nacional.

El 11 de octubre, la Sala Constitucional del TSJ concluye que el Presidente de la República no queda
sujeto a los controles de la Asamblea para dictar el presupuesto 2017.

El 25 de octubre fue aprobado el inicio del procedimiento para la declaratoria de la responsabilidad
política del Presidente de la República. Ese procedimiento fue anulado también por el TSJ. Y así
sucesivamente. Lo que hemos mostrado no es ni el 30% de lo ocurrido.

El Congreso peruano dio facultades pero las recortó también

Ahora  bien,  ¿son  comparables  estas  relaciones  entre  poderes  en  Venezuela  que  acabamos  de
reseñar, con las relaciones entre Ejecutivo y Legislativo en el Perú entre agosto de 1990 y el 5 de
abril de 1992? Hay algunas semejanzas, por supuesto, pero también diferencias. Una de estas es lo
que acabamos de ver: en Venezuela no necesitan un 5 de abril porque para todo efecto práctico la
Asamblea está cerrada.

La semejanza principal es que ambos casos el gobierno carecía de mayoría parlamentaria. Fujimori
había ganado en segunda vuelta con el 63 por ciento de los votos,  pero sólo contaba con el 18 por
ciento de los diputados y el 23 por ciento de los senadores, pues en la primera vuelta solo había
obtenido el 29% de los votos. En Venezuela, la opositora MUD tenía el 67% de los escaños y el
oficialista Gran Polo Patriótico Simón Bolívar el 33%.

Y,  por  supuesto,  en  el  Perú  también  hubo  conflictos  entre  Ejecutivo  y  Legislativo.  El  mejor  relato  y
análisis de esos conflictos es el del politólogo norteamericano Charles D. Kenney, publicado en el libro
de Fernando Tuesta (editor) Los Enigmas del Poder.  En síntesis, luego de un serio enfrentamiento en
torno a la ley de presupuesto para 1991, el Congreso otorgó facultades legislativas al Ejecutivo para
llevar a cabo reformas económicas y para enfrentar al terrorismo. Sin embargo, de 117 decretos
legislativos, el  Congreso derogó 27, la mayor parte en los temas de seguridad, cuestionando la
estrategia  que el  gobierno planteaba,  aunque en algunos casos  con razón porque se otorgaba
facultades excesivas al SIN, por ejemplo.[1] Este fue el pretexto que probablemente usó Montesinos
para convencer a Fujimori de dar el golpe, pues Sendero Luminoso ya atacaba Lima y proclamaba que
había alcanzado el equilibrio estratégico.

El  Congreso  también  negó  facultades  legislativas  en  materia  tributaria.  Entonces  vinieron  las
escaramuzas. Fujimori atacó al Parlamento y propuso un plebiscito para renovarlo por tercios. Javier
Alva Orlandini respondió proponiendo incluir una pregunta sobre vacancia del Presidente. El Ministro
de Agricultura fue censurado y  Fujimori demoró dos semanas en aceptar renuncia. Entonces el



senador Rafael Belaunde advirtió que el  Presidente puede ser destituido por incapacidad moral.
Fujimori, por su parte, sugirió que había un lobby de narcodólares en el Congreso pues se había
derogado  un  decreto  contra  el  narcotráfico.  El  Senado  aprobó  una  moción  que  “descalifica
moralmente al Presidente”, y en Diputados casi se discute la vacancia presidencial pero se desistió
por temor a un golpe militar.

Luego el Congreso aprobó la llamada “ley de control de actos del Presidente” que incluso permitía
dejar sin efecto estados de emergencia, lo que sin duda era excesivo. Entonces, cuando Fujimori
observa  41  artículos  de  ley  de  presupuesto  de  1992  y  el  Congreso  insistió,  Fujimori  replicó
suspendiendo tres de los artículos invocando el artículo 211, inciso 20 de la Constitución (del 79) que
le permitía dictar medidas extraordinarias en materia económica y financiera cuando así lo requiriese
el interés nacional. Pero ese recurso ya no tenía efecto porque la ley de control de los actos del
presidente lo anuló. 

En resumen, el Legislativo, aunque dio facultades, también impuso recortes, tanto a las políticas
necesarias para enfrentar la grave emergencia nacional (algunas cuestionables, sin embargo) como a
los poderes presidenciales (en temas críticos como el orden interno). A ello se sumó un Tribunal de
Garantías Constitucionales controlado por el APRA que había comenzado a derogar reformas que ni
siquiera eran inconstitucionales. Pero también es probable que Fujimori y particularmente Montesinos
hubiesen estado anidando desde meses atrás una voluntad golpista que tomó estos hechos como
pretexto.  Recordemos que desde los  últimos años de García  los  militares  habían concebido un
proyecto nacional de largo plazo, el “plan verde”, que pasaba, en realidad, por el control autoritario
del poder.

Similitudes aparentes

Es interesante constatar que las similitudes con Venezuela son más aparentes que reales.  Para
comenzar, la Asamblea Nacional venezolana es un adorno. El Congreso peruano 90-92 sí ejercía
poder. La Asamblea Nacional intenta poner límites a un presidente autoritario que necesita controles,
pero esos límites son  anulados por el TSJ. En el caso peruano era al revés: el congreso recortaba
facultades y poderes a un Presidente que los necesitaba para enfrentar la grave emergencia nacional
(aunque algunos de los poderes pedidos fueran excesivos y si  recibiera facultades legislativas una de
las dos veces que las pidió)

Fujimori buscaba poderes legislativos para reformar y liberalizar la economía –en esto contó con la
ayuda  del  Congreso-  y  para  enfrentar  al  terrorismo  senderista  que  era  una  amenaza  a  la
supervivencia del Perú como nación.  Maduro, en cambio, acumula poderes y anula la Asamblea no
para liberalizar la economía sino para controlarla cada vez más, y en la medida en que eso no hace
sino agravar la situación económica,  no lo queda más remedio que radicalizar  su autoritarismo
concentrando más poder.

Fujimori da el golpe para enfrentar una grave amenaza nacional (por lo menos ese fue el pretexto).



Maduro anula la Asamblea y controla todos los poderes sencillamente para sobrevivir en el poder. En
la medida en que la situación se agrava, no le queda más remedio que suprimir libertades, en un
círculo vicioso. No es la sobrevivencia del país, sino la suya propia.

Ahora bien, en parte forzado por la presión internacional, Fujimori a los pocos meses de 5 de abril
convocó  a  un  congreso  constituyente  que  elaboró  la  Constitución  de  1993,  que  instauró  una
economía de mercado libre y abierta que le permitió al país crecer de manera sostenida luego de 30
años de estancamiento y retroceso.[2]

En su segundo mandato, sin embargo, entre 1995 y el 2000, Fujimori, lejos de hacer el tránsito hacia
una  democracia  liberal  propiamente  dicha,  institucionalizando  la  propia  Constitución  de  1993,
desarrolló una estrategia para controlar los Poderes constitucionales y la prensa, sobre todo televisiva,
con el fin de conseguir su segunda reelección. Es quizá esa etapa, de un control político creciente para
perpetuarse en el poder, la que más se parezca a la actuación de Maduro de hoy. Con la diferencia
enorme de que Fujimori  no  necesitaba controlarlo  todo para  mantenerse  en el  gobierno.  Podía
sencillamente terminar su mandato el 2000 y tentar una nueva elección el 2005. Era Montesinos quien
no podía dejar el poder. Lampadia

[1] El 733, ley de movilización nacional, establecía que los bienes de todas las personas naturales o
jurídicas podían ser requisados y las personas movilizadas, que todos estaban obligados a otorgar la
información que se les solicite y aquellos que se negaran serían considerados traidores a la patria.
También el 746, ley del Sistema de Inteligencia Nacional, que otorgaba al SIN poderes amplísimos,
incluyendo  el  recabar  la  información  que  deseara  de  los  organismos  públicos  y  privados,  bajo
responsabilidad penal, y creaba órganos de inteligencia en los ministerios y organismos públicos, que
respondían al SIN. El 762 establecía  penas de cárcel para las personas que revelasen, reprodujeran,
exhibieran, difundieran o hicieran accesible a través de cualquier medio, información referida a las
actividades del Servicio de Inteligencia Nacional.

Sin embargo, el Congreso también modificó el 743, ley del sistema de defensa nacional, que creaba el
Comando  Unificado  de  Pacificación  y  el  Comando  Operativo  del  Frente  Interno  (COFI),  que  era
necesario  (ver  “La  Promesa  de  la  Democracia”  de  Jaime  de  Althaus,  Planeta  2011).

[2]  El  Congreso  disuelto  hubiese  podido  modificar  el  Título  III  de  la  Constitución  de  1979,  que
consagraba el modelo económico estatista e intervencionista, pero la verdad es que ni en la Cámara
de Diputados ni  en la  de Senadores se formaron comisiones ni  hubo propuestas  de modificación de
dicho  Título,  ni  como  un  todo  ni  por  artículos  específicos.  Según  Luis  Bustamante  Belaunde,  no  las
hubo porque se trataba de “un Congreso fraccionado, en el cual coexistían rezagos importantes de la
izquierda, la representación aprista ufanada en no ‘retroceder’ de las ‘conquistas’ de la Constitución
del 79, los mismos socios del Fredemo que compartían similar posición quietista, y donde la propia
representación  oficialista  no  estaba  tan  convencida  al  principio  como  al  final  de  la  conveniencia  de
estas iniciativas y medidas”. Se desprende, entonces, que el Congreso electo en 1990 no hubiese
podido  modificar  el  capítulo  económico  de  la  Constitución  de  1979  (ver  “La  Promesa  de  la



Democracia”  de  Jaime  de  Althaus,  Planeta  2011).


